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24 de abril, sobre reestructuración de Consejerías, y el Decreto 
199/2004, de 11 de mayo, por el que se aprueba la estructura 
orgánica de la Consejería de Gobernación.

Segundo. El artículo 115.1 de la LRJAP-PAC establece 
como plazo para la interposición del recurso de alzada contra 
las resoluciones administrativas el de un mes a partir, según 
su artículo 48.2, del día siguiente al de su notificación. A la 
vista de la fecha de la notificación de la resolución, el 8 de 
junio de 2007, (como consta en el aviso de recibo del Servicio 
de Correos) y de la de interposición del recurso de alzada, el 
12 de julio, éste fue interpuesto fuera del plazo legalmente 
establecido, cuando la resolución ya era firme. 

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de 
general y especial aplicación, 

R E S U E L V O

No admitir el recurso de alzada interpuesto fuera de 
plazo, confirmando la resolución recurrida.

Notifíquese la Resolución, con indicación del recurso que 
proceda. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Cantueso 
Burguillos.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 16 de noviembre de 2007.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Nuñez Gómez. 

 ANUNCIO de 16 de noviembre de 2007, de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
de alzada interpuesto por doña Patricia Gutiérrez Vicaria 
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno de Má-
laga, recaída en el expediente 29-000039-07-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal a 
Patricia Gutierrez Vicaria de la resolución adoptada por el Se-
cretario General Técnico, al recurso administrativo interpuesto, 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Málaga, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 17 de octubre de 2007 

Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los si-
guientes: 

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 22.06.2007 el Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Málaga dictó la resolución de refe-
rencia, por la que se impone a Patricia Gutiérrez Vicaria una 

sanción de 500 € de conformidad con los antecedentes de 
hecho y fundamentos de derecho contenidos en la misma, a la 
que nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior resolución el interesado in-
terpuso recurso de alzada, alegando lo que a su derecho con-
vino.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación del Consejero realizada por la Orden de 30 de 
junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso, 
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 
39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del 
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre Reestructuración 
de Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por 
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de 
Gobernación.

Segundo. El artículo 115.1 de la LRJAP-PAC da como 
plazo para la interposición de recurso de alzada contra las re-
soluciones administrativas el de un mes a partir, según su ar-
tículo 48.2, del día siguiente al de su notificación. A la vista de 
la fecha de la notificación de la resolución (06.07.2007) y de 
la de interposición del recurso de alzada (09.08.07), éste fue 
interpuesto fuera del plazo legalmente establecido, por lo que 
deviene firme la resolución recurrida. 

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación,

R E S U E L V O

Inadmitir por extemporáneo el recurso de alzada inter-
puesto por Patricia Gutiérrez Vicaria contra la resolución del 
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga 
recaída en el expediente núm. 29-000039-07-P, y en conse-
cuencia mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos».

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 16 de noviembre de 2007.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 16 de noviembre de 2007, de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de 
alzada interpuesto por don Carlos Blanco Sánchez con-
tra otra dictada por el Delegado del Gobierno de Huelva, 
recaída en el expediente 21-000145-06-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
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Común, e intentada sin efecto la notificación personal al recu-
rrente don Carlos Blanco Sánchez de la resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico al recurso administrativo in-
terpuesto contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Huelva, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 16 de octubre de 2007.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes antecedentes

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Huelva dictó la Resolución de referencia, por la que 
se le impone una sanción de 1.000 €, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por no disponer de lista de pre-
cios, con el argumento de que cuando los clientes realizan el 
pedido les informa del importe, ya que el precio en lonja varía 
todos los días.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Caducidad por transcurso de más de los 6 meses previs-
tos en art. 20.6 del Real Decreto 1398/1993, en relación con 
el art. 43.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

- Que el día de la visita había mucho público, por lo que 
no pudo atender al Inspector, cuando disponía de la lista de 
precios.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación del Consejero mediante la Orden de 30 de junio 
de 2004, para conocer y resolver el presente recurso, a tenor 
de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en ade-
lante, LRJAP-PAC), y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del 
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente 11/2004, 
de 24 de abril, sobre reestructuración de Consejerías, y el De-
creto 199/2004, de 11 de mayo, por el que se aprueba la 
estructura orgánica de la Consejería de Gobernación.

Segundo. El Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, 
ha sido derogado por la Disposición Derogatoria de la Ley 
13/2003, de 17 de diciembre.

La Ley 9/2001, de 12 julio, establece el sentido del silen-
cio administrativo y los plazos de determinados procedimien-
tos como garantías procedimentales para los ciudadanos.

El artículo 1, denominado “Duración máxima de los pro-
cedimientos”, establece que “Sin perjuicio de lo dispuesto en 
cualquier otra norma con rango de Ley, el plazo máximo para 
resolver y notificar la resolución expresa de los procedimientos 
administrativos que se detallan en el Anexo I de la presente 
Ley será el establecido para cada uno de ellos en el mismo”.

ANEXO I

PROCEDIMIENTOS CON PLAZO DE RESOLUCIÓN Y NOTIFICACIÓN 
SUPERIOR A SEIS MESES

CONSEJERÍA DE GOBERNACIÓN

Núm. Procedimiento. Normativa de referencia. Plazos de 
resolución y notificación.

4.1.8. Procedimiento sancionador en materia de defensa 
del consumidor y de la producción agroalimentaria, Real De-
creto 1945/1983, de 22 de junio: 10 meses.

Respecto a la caducidad, destaquemos los siguientes da-
tos: el Acuerdo de Iniciación es de 27 de abril de 2006, y la 
resolución se notifica el 29 de septiembre de 2006.

El plazo de duración del procedimiento aplicable en esta 
materia (consumo) no es el establecido en la normativa de 
referencia citada por la recurrente, sino el de 10 meses fijado 
específicamente en la Ley 9/2001, de 12 de julio, de la Junta 
de Andalucía.

El artículo 42 de la Ley 30/1992, en su nueva redacción 
dada por la 4/99, al establecer la obligación de la Administra-
ción de dictar resolución expresa en todos los procedimien-
tos, dispone como plazo máximo en el que debe notificarse 
la misma el de seis meses, salvo que una norma con rango 
de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en la nor-
mativa comunitaria europea. Dicha Ley 4/99 exigió, además, 
la aplicación inmediata de este límite temporal, y en cumpli-
miento de dicho imperativo se aprobó la Ley 9/2001, de 12 de 
julio, que establece el sentido del silencio administrativo y los 
plazos de determinados procedimientos como garantías proce-
dimentales para los ciudadanos, que fija el plazo máximo de 
diez meses para resolver y notificar la resolución expresa en 
los procedimientos sancionadores en materia de defensa del 
consumidor y de la producción agro-alimentaria, sin distinguir 
entre el general y el simplificado.

A tenor de lo expuesto, y a la vista de las fechas de inicia-
ción y la notificación de la resolución, se observa que no se ha 
producido la caducidad del procedimiento sancionador, al no 
haber transcurrido el plazo para ello.

En cuanto a la otra alegación, no puede ser tenida en 
cuenta a la vista de la redacción dada en el Acta de inspec-
ción, que no deja lugar a dudas del desarrollo de los hechos, y 
es conocido el valor de las actas de inspección.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don 
Carlos Blanco Sánchez contra la resolución del Delegado del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Huelva, de fecha refe-
renciada, en consecuencia mantener la misma en sus propios 
términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. El Secretario General Técnico, Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 16 de noviembre de 2007.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 


